El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Auto  - 2ª Instancia -20 de septiembre de 2018

Radicación Nro. :
66001-31-03-004-2016-00176-01

Demandante:
Bancolombia S.A

Demandado: 
Conrado de Jesús Montoya Agudelo.

Proceso:                
Ejecutivo 

Magistrado Ponente: 
Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas: 

 
PROCESO EJECUTIVO/  AGENCIAS EN DERECHO -Imposición--/ INCIDENTE DE NULIDAD/  RECHAZO DE PLANO/ CONFIRMA/ Emerge de allí, entonces, que ya no es como antes, que se mandaba señalar las agencias en derecho en la misma providencia. Pero, que se siga haciendo de esa manera, es apenas una intelección de las reglas de los artículos 365 y 366 del estatuto procesal civil, sin ninguna trascendencia, por cuanto es evidente que las agencias en derecho quedan al margen de la providencia misma, aunque ella cause ejecutoria, en vista de que su impugnación se rige por normas independientes, si bien, como lo resaltó la funcionaria, tal señalamiento es apenas un indicativo para que el secretario proceda a realizar la liquidación respectiva, que debe ser puesta a consideración del juez, sin necesidad de traslado alguno, para que este la apruebe o modifique. Dicho auto, en los asuntos de primera instancia, es susceptible de los recursos de reposición y apelación y, tal como lo dispone la regla quinta del artículo 366 citado, con tales medios de impugnación se permite controvertir el monto de las agencias en derecho, que es lo que causa la repulsa del recurrente; de manera que tiene garantizado su derecho de defensa, pues es allí, en esa oportunidad, en la que debe exponer sus argumentos contra la tasación que hace el juez.   
Dicho esto, se confirmará el auto protestado y se condenará en costas en esta sede a la parte demandada, en atención a lo que manda el artículo 365-1 del CGP. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

                   SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, septiembre veinte de dos mil dieciocho

Expediente 66001-31-03-004-2016-00176-01

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto contra el auto del 23 de mayo de 2018, proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira en este proceso ejecutivo que Bancolombia S.A. adelanta contra Conrado de Jesús Montoya Agudelo. 

ANTECEDENTES
En auto del 18 de abril pasado, el Juzgado decidió seguir a delante la ejecución en el referido asunto y condenar en costas al demandado; dispuso, entre otras cosas, fijar el monto de las agencias en derecho en la suma de $31’197.316,oo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 366 del CGP. 

Frente a esa última determinación, el demandado propuso la nulidad con apoyo en el artículo 134 de la misma codificación, sin expresar causal alguna de las previstas en el artículo 133 ibídem, o en otra norma especial, con el argumento de que ese no era el momento propicio para hacerlo, pues quedarían en firme tales agencias sin posibilidad de controversia. 

El Juzgado rechazó de plano la solicitud, por cuanto la razón aducida no está prevista como causal de nulidad. 

Contra esa resolución se alzó el ejecutado, que insiste en que el artículo 366 del CGP establece la forma y el momento en que deben liquidarse las costas y agencias en derecho, para lo cual deben tenerse en cuenta, en la fijación de estas últimas, las orientaciones del Consejo Superior de la Judicatura, así que no puede pretender la funcionaria que se oponga con posterioridad, pues al quedar en firme el auto que dispone seguir adelante la ejecución, que es incontrovertible, correrá igual suerte el monto allí señalado por ese concepto. 

CONSIDERACIONES

Corresponde a la Sala resolver si acertó la funcionaria de primer grado al rechazar de plano la nulidad propuesta por la demandada o si, como esta sostiene, debe dársele trámite para resolver de fondo la cuestión. 

Sea lo primero señalar que la alzada es procedente en los términos del artículo 321-9 del CGP. 

En el sistema procesal civil colombiano, tradicionalmente ha imperado como regla la taxatividad en algunas de las instituciones que lo integran. Ejemplo claro de ello ha sido lo que concierne a las nulidades, que estaban sometidas a tal restricción en el Código de Procedimiento Civil y lo están ahora con el Código General del proceso. 

Precisamente, al margen de la regla que trae el artículo 29 de la CN, reiterado en el artículo 14 del nuevo estatuto procesal, según la cual, toda prueba obtenida con violación del debido proceso es nula de pleno derecho, las causales de anulación en un proceso están previstas concretamente en el artículo 133 del Código, sin perjuicio de considerar otras específicas circunstancias, por ejemplo, (i) que el juez o los magistrados que conozcan del proceso, no presidan la audiencia respectiva (art. 107); (ii) que venza el término de duración razonable del proceso sin que se dicte sentencia (art. 121); y, para lo que atañe a este caso, (iii) que se cometan irregularidades que puedan afectar la validez del remate de bienes (art. 455). 

Con lo que es fácil concluir que la inclusión de las agencias en derecho en la misma providencia en la que se impone la condena en costas, no está señalada en ninguna norma como causal de nulidad y, por tanto, la razón está de parte del despacho judicial, en tanto el inciso final del artículo 135 del CGP manda que se rechace de plano la solicitud que se funde en causa distinta a las determinadas en el mismo estatuyo, ya enlistadas. 
No sobra, a pesar de lo dicho, señalar que se ha insistido en que las agencias en derecho se deben fijar con posterioridad a la providencia que impone la condena en costas, precisamente para evitar trámites innecesarios como el presente, que lo que hacen es dilatar, injustificadamente, el trámite del proceso. 

  



Y es que, un vistazo a los antecedentes del Código General del Proceso, permite comprender que entre el segundo debate (en Cámara) y el tercero (primero en el Senado), hubo una modificación sustancial. En efecto, en aquél, la norma propuesta, artículo 365, decía en sus primeros numerales: 

Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas: 

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, súplica, anulación o revisión que haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código. 

Además se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o de amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe. 

2. La condena se hará en sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a aquella. En la misma providencia se fijará el valor de las agencias en derecho que deban ser incluidas en la respectiva liquidación. (negrillas y subrayas propias)

En tanto que en el primer debate en el Senado, se aprobó esa norma, en sus iniciales reglas, así: 

Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará a las siguientes reglas: 

1. Se condenará en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, casación, queja, suplica, anulación o revisión que haya propuesto. Además, en los casos especiales previstos en este código. 

Además se condenará en costas a quien se le resuelva de manera desfavorable un incidente, la formulación de excepciones previas, una solicitud de nulidad o de amparo de pobreza, sin perjuicio de lo dispuesto en relación con la temeridad o mala fe. 

2. La condena se hará en sentencia o auto que resuelva la actuación que dio lugar a aquella. (resaltado fuera de texto). 
 

Como se ve, en la regla segunda se suprimió expresamente la obligación de fijar el valor de las agencias en derecho, como venía ocurriendo, deslindando, como es claro, la condena en costas, que es una cosa, y su liquidación, que es otra. Para ello, se dio una explicación durante la presentación de la ponencia, en estos términos: 

Artículo 365. Condena en costas. Al numeral segundo de la norma se le suprimió el deber del juez de la respectiva instancia fijar las agencias en derecho que se hayan causado en el trámite del que haya conocido. Lo anterior se debe a que, como se explicará en la modificación al artículo que sigue, se propone concentrar la liquidación de costas y agencias en derecho en un único momento, ante el juez de primera instancia.

  
Emerge de allí, entonces, que ya no es como antes, que se mandaba señalar las agencias en derecho en la misma providencia. Pero, que se siga haciendo de esa manera, es apenas una intelección de las reglas de los artículos 365 y 366 del estatuto procesal civil, sin ninguna trascendencia, por cuanto es evidente que las agencias en derecho quedan al margen de la providencia misma, aunque ella cause ejecutoria, en vista de que su impugnación se rige por normas independientes, si bien, como lo resaltó la funcionaria, tal señalamiento es apenas un indicativo para que el secretario proceda a realizar la liquidación respectiva, que debe ser puesta a consideración del juez, sin necesidad de traslado alguno, para que este la apruebe o modifique. Dicho auto, en los asuntos de primera instancia, es susceptible de los recursos de reposición y apelación y, tal como lo dispone la regla quinta del artículo 366 citado, con tales medios de impugnación se permite controvertir el monto de las agencias en derecho, que es lo que causa la repulsa del recurrente; de manera que tiene garantizado su derecho de defensa, pues es allí, en esa oportunidad, en la que debe exponer sus argumentos contra la tasación que hace el juez.   
Dicho esto, se confirmará el auto protestado y se condenará en costas en esta sede a la parte demandada, en atención a lo que manda el artículo 365-1 del CGP. 

Se liquidarán de manera concentrada ante el Juez de primer grado, atendiendo lo prescripto por el artículo 366 siguiente. En auto separado, se fijarán las agencias en derecho que a esta instancia corresponden.  
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto 23 de mayo pasado, proferido por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en este proceso ejecutivo que Bancolombia S.A. adelanta contra Conrado de Jesús Montoya Agudelo.
Costas a cargo del recurrente y a favor de la parte demandante.
   



Notifíquese 





El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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